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ACTA DE SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL
11 DE MARZO DE 2010
MAGISTRADO PRESIDENTE. Buenas tardes. En la Ciudad de México, Distrito Federal, siendo las doce horas del once de marzo de dos mil diez, establecidos en la Sala de Sesiones del Tribunal Electoral del Distrito Federal, da inicio la sesión pública del Pleno de este Órgano Jurisdiccional convocada para esta fecha. Solicito al Secretario General, verifique la existencia de quórum legal para sesionar válidamente.

SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cuatro Magistrados Electorales que conforman el Pleno de este Tribunal Electoral local, por lo que en términos de los artículos 181 del Código Electoral del Distrito Federal y 8, fracción I del Reglamento Interior, certifico la existencia del quórum legal para sesionar válidamente.---------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. En virtud de lo anterior, se declara abierta la sesión. Señor Secretario, sírvase dar cuenta con el orden del día programado para esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Con su venia señor Presidente, señores Magistrados, el orden del día programado para esta sesión pública se conforma con siete proyectos de resolución, correspondientes a dos juicios electorales, y cinco juicios especiales laborales; así como la presentación del Informe Anual sobre el estado general que guarda esta institución correspondiente a dos mil nueve, que el Magistrado Presidente de este Tribunal rinde al Pleno, en términos del artículo 187, inciso s) del Código Electoral del Distrito Federal. No omito mencionar, que los datos de identificación de los asuntos a resolver, como son: número de expediente, actor, autoridad responsable y, en su caso, el tercero interesado, fueron debidamente precisados en el aviso que oportunamente se publicó en los estrados de este Órgano Jurisdiccional. Es el orden del día programado para esta sesión pública señores Magistrados.-------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito a la licenciada Edna Montesinos Carrera, dé cuenta con los proyectos de sentencia emitidos en los expedientes TEDF-JEL-006 y 007, ambos diagonal 2010, que las Ponencias de los Magistrados Alejandro Delint García y Armando Maitret Hernández, someten a la consideración de este Órgano Colegiado.---------------------------------------------------------------------
LICENCIADA EDNA MONTESINOS CARRERA. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 200, fracción III del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con los proyectos de resolución de los juicios electorales 006 y 007 de 2010, promovidos por los Partidos Acción Nacional y Verde Ecologista de México respectivamente, en contra de las resoluciones RS-23 y RS-27 ambas de 2010, aprobadas por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal el veintisiete de enero pasado, a través de las cuales se les impone una sanción económica por incumplir con la obligación de retirar la propaganda electoral colocada en la vía pública durante el proceso electoral 2008-2009. En el proyecto que se somete a su consideración, después de sostener la competencia para conocer y resolver los asuntos de cuenta, se advierte que no se actualiza causal de improcedencia alguna, por lo que se procedió al estudio de los agravios esgrimidos por los actores, mismos que se sintetizan y estudian de la manera siguiente. Agravio expuesto por ambos partidos. Los justiciables afirman que las resoluciones impugnadas son ilegales por imponer una sanción no prevista en el artículo 258 del Código Electoral del Distrito Federal, pues en su concepto, el no retiro de la propaganda, tiene como consecuencia única que se dé vista al Ministerio Público, y no puede sancionarlos en la forma en que lo hizo. En los proyectos de cuenta, se propone declarar este agravio infundado, toda vez que la autoridad responsable, en ejercicio de sus facultades legales y reglamentarias, inició sendos procedimientos administrativos sancionatorios, en los que, una vez acreditado el incumplimiento a las disposiciones referentes al retiro de propaganda electoral, en especifico a los artículos 26, fracciones I y XIII, 172, fracción I, y 258 del Código Electoral del Distrito Federal, impuso las sanciones respectivas, mismas que se encuentran debidamente fundadas y motivadas. Agravio expuesto por el Partido Acción Nacional. Consistente en que el acto impugnado es ilegal en virtud de que al individualizar la sanción, consideró la capacidad económica de dos mil nueve y no la del presente año, que es en el que se hará efectiva dicha sanción. Dicho agravio se propone calificarlo como infundado en virtud de que la autoridad responsable, atendiendo a que la falta fue realizada en el proceso electoral de dos mil nueve, valoró las circunstancias económicas bajo las cuales se encontraba el partido político al momento de cometerla y, en tal sentido. tomó en cuenta la capacidad económica que el infractor tenía en ese año para afrontar la sanción que se le impondría. Además, se consideraron las circunstancias de carácter objetivo como las subjetivas, esto es, se apreciaron las circunstancias particulares del transgresor, así como las relativas al modo, tiempo y lugar de la ejecución de los hechos que originaron la comisión de la infracción, tal y como se ha establecido en los criterios de jurisprudencia y tesis relevante sustentados por este Órgano Jurisdiccional y por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Agravios expuestos por el Partido Verde Ecologista de México. Primero. En el que se duele que la resolución es ilegal ya que le impone una multa por haber incumplido una de las hipótesis normativas contenidas en el artículo 258 del Código Electoral del Distrito Federal, sin haber tomado en cuenta que cumplió con el envío de la propaganda a los centros de reciclaje, como también lo establece dicho precepto. Este agravio se considera infundado debido a que, en el caso que nos ocupa, el procedimiento administrativo sancionador se inició por el incumplimiento a la obligación de retirar de la vía pública la propaganda electoral y no por el incumplimiento a la obligación de depositar la propaganda retirada en centros de reciclaje, motivo por el cual el Consejo General del Instituto responsable no estaba obligado a hacer pronunciamiento alguno en este sentido. Segundo. El enjuiciante se duele de que en los recorridos realizados por las Direcciones Distritales para verificar el retiro de la propaganda electoral, no se siguió la misma ruta en ambos casos, lo que constituye una irregularidad que provoca incertidumbre respecto a los hechos supuestamente constitutivos de infracción, pues no existe certeza de que hayan sido verificados realmente los mismos sitios en ambos recorridos, y que en el caso de que se hubiera advertido la existencia de propaganda adicional y diversa a la identificada en el primer recorrido, correspondía a la responsable notificarle dicha circunstancia para que, en un plazo de seis días, procediera al retiro de la nueva propaganda encontrada, tal como lo hizo con la que fue objeto del primer recorrido. Se propone tener como inoperante este agravio, debido a que el plazo de seis días previsto en el Código, es para el caso de que si se retira la propaganda ya no se de vista al Ministerio Público; o bien, para atender las observaciones hechas por la autoridad electoral, pudiendo manifestar el Instituto político lo que a su interés y derecho convenga, más no para ampliar el plazo de quince días para retirar la propaganda a que hace referencia el primer párrafo del artículo 258 del Código local. Aunado a lo anterior, no le asiste la razón al impetrante, pues no demuestra las supuestas inconsistencias que atribuye a dichas autoridades pero, en el supuesto sin conceder que los recorridos realizados por éstas no hubieran seguido la misma ruta, tal situación no trasciende al ámbito de la sanción que se impuso, pues la misma es consecuencia del incumplimiento en que incurrió el actor al no haber retirado de la vía pública la totalidad de su propaganda electoral. Tercero. Refiere el actor que los argumentos que utilizó la autoridad electoral administrativa, para imponerle una multa considerada grave y dolosa, son contradictorios, pues la responsable no valoró que en cada recorrido el número de propaganda no retirada fue menor cada vez. Por otra parte, el impetrante considera que hubo una indebida calificación de la sanción, ya que la autoridad administrativa no analiza exhaustivamente los requisitos esenciales que legalmente debió observar para determinar como tal la falta. Dicho agravio se considera infundado, toda vez que del análisis de los argumentos expuestos por la responsable en la resolución impugnada, se considera que ésta estuvo suficientemente motivada, pues en ella se expusieron las circunstancias tomadas en cuenta por la autoridad al momento de aplicar e individualizar las sanciones; el infractor conocía perfectamente la norma; la autoridad cumplió lo establecido en el Reglamento para el retiro de propaganda, y realizó los recorridos para verificar que los Institutos Políticos hubieran cumplido con la obligación de retirar la propaganda electoral; y si bien es cierto, en cada recorrido se encontró cada vez menor cantidad de propaganda electoral, lo que fue tomado en cuenta como atenuante al momento de imponer y graduar la gravedad de la sanción, también lo es, que no se cumplió cabalmente con la obligación que tienen los partidos políticos y coaliciones de observar las normas y disposiciones que en materia de propaganda electoral establece el Código de la materia, así como las disposiciones administrativas y de protección al medio ambiente para el retiro de propaganda electoral, por lo que el hecho de que en cada recorrido haya disminuido el número de propaganda encontrada, constituye sólo un cumplimiento parcial y extemporáneo de lo ordenado en la ley. Por lo anterior, en lo proyectos de cuenta se propone confirmar las resoluciones impugnadas. Es la cuenta, Señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciada. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Armando Maitret, tiene uso de la palabra.------------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias Magistrado Presidente, señores Magistrados. El motivo de mi intervención es simplemente para dejar muy puntualizado, que en el artículo 258 del Código Electoral del Distrito Federal, hay dos hipótesis normativas que imponen dos obligaciones distintas a los partidos políticos. La primera consiste en que tienen que retirar la propaganda que hubieren fijado en el proceso electoral correspondiente, dentro de los quince días posteriores a la jornada electoral y; el segundo supuesto, es que esa propaganda que retiren sea enviada a centros de reciclaje. Esto me parece importante puntualizarlo, porque los partidos políticos alegan, dentro de sus argumentos, que debió tomarse en cuenta que habían enviado a centros de reciclaje la propaganda que se había retirado; sin embargo, la cuestión por la que se les sanciona es porque transcurrieron los quince días que tenían para cumplir su primera obligación y no lo hicieron. También quiero hacer referencia muy puntual, a los efectos jurídicos que tienen los recorridos que realiza la autoridad administrativa electoral y, al plazo de seis días al que se refiere tanto el Código como el Reglamento que regula el retiro de la propaganda. Desde mi punto de vista y así se sostiene en la propuesta que me permití formularles y que es coincidente con la que hace el Magistrado Delint, el efecto es el siguiente: Si acudimos al último párrafo del artículo 258, esos seis días que se les dan para retirar la propaganda tiene el efecto, obviamente, de que si el partido político cumple, ya no habrá motivo para dar vista al Ministerio Público. Sin embargo, ello no excluye la responsabilidad administrativa que el partido político hubiere cometido por el simple hecho de que dentro de los quince días posteriores a la jornada electoral, no hubiera cumplido su obligación de retirar la propaganda, y esto encuentra su fundamento en el artículo 173 del propio Código, que prevé que los partidos políticos, independientemente de las responsabilidades en que incurran sus dirigentes, candidatos, miembros o simpatizantes, serán sancionados por las siguientes causas “…fracción I, incumplir con las obligaciones, por cualquier medio de las prohibiciones y demás disposiciones aplicables de este Código”. El artículo 258 explícitamente prevé una obligación y un plazo para cumplirla, por lo que si analizamos los argumentos de los partidos políticos actores que dicen: “...es que hicimos el recorrido, retiramos la propaganda y luego se hizo un segundo recorrido por otra ruta y ahí encontraron propaganda…”; en este caso, me parece que lo relevante del Reglamento es, que la autoridad administrativa hace un recorrido, éste tiene por objeto verificar el cumplimiento o incumplimiento de la obligación legal. Si no has cumplido, te requiero para que retires la propaganda en seis días. Si no lo haces, de acuerdo con el último párrafo del artículo 258, la autoridad electoral administrativa tiene la obligación de dar vista al Ministerio Público. Y en materia administrativa, el que la autoridad te requiera, es para que el partido político retire la propaganda de todo el Distrito, no simplemente de la ruta que siguió determinado recorrido. Pongo un ejemplo muy gráfico, si se hace el recorrido por la calle de Magdalena y el partido político cree que sólo tiene la obligación de quitar la propaganda que está fijada en la calle Magdalena, me parece que sería una inconsecuencia de lo que prevé el artículo 258, ya que éste claramente establece que se retire toda la propaganda. ¿Cuál es toda? Toda la del Distrito correspondiente. Entonces, si se hace un recorrido en un determinado Distrito y se le indica al partido político que existe propaganda suya que debe quitar o retirar, me parece que la consecuencia jurídica necesaria, es que el partido se ocupe de retirarla en todo el Distrito y no sólo la encontrada en el recorrido que se hubiere hecho. Esto me parece que es muy importante tenerlo claro para los efectos de sostener el sentido de las propuestas que hicimos el Magistrado Delint y un servidor, muchas gracias Magistrados.-----------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Magistrado Alejandro Delint García.---------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Coincidiendo con lo que señala el Magistrado Maitret, a mí me parece que sería importante puntualizar, que en la norma nos encontramos ante dos hipótesis de responsabilidad. Por un lado, la responsabilidad electoral, que se da en el supuesto concreto del retiro de propaganda y, por otro lado, en su caso y subrayo “en su caso”, la responsabilidad penal que se derive de la vista que, en todo caso, dé la autoridad electoral a la autoridad competente. Esto es importante subrayarlo, porque puede haber una confusión, incluso en el actuar de los partidos políticos, y valga la expresión, traslapar o trasladar el ámbito de ambas responsabilidades. Es decir, creo que es importante señalar, abundando a lo que dijo el Magistrado Maitret, esta situación. Por otro lado, también creo que nos encontramos ante una obligación que se incumple de manera inmediata, al no haber retirado la propaganda. Esto es, este plazo de quince días que señala la propia norma al colmarse y no haberse retirado la propaganda en sí mismo se da el incumplimiento de forma inmediata. La verificación, como bien la señala el Magistrado Maitret, que deriva de la norma, sólo tiene el efecto, no ya de que ésta verificación sugiere el incumplimiento que ya se dio per se, o por sí misma al momento de no retirarla dentro de los quince días, sino también el efecto señalado por el Magistrado Maitret. Creo que no está por demás cualquier reflexión que se haga al respecto de abundamiento, porque es una materia, es un tema especifico el del retiro de propaganda, que genera muchas dudas o genera muchas interpretaciones. Me parece que los proyectos que se han puesto a consideración del Pleno, en todo caso, la intención es coadyuvar a que se aclare esta interpretación o tenga una ruta o un cause más adecuado. Muchas gracias.----------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? En virtud de que ya no hay mas comentarios, señor Secretario General, recabe la votación que corresponda.-------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.


MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor de los proyectos.

SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con los proyectos de cuenta.------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con los proyectos.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor de los proyectos.-------------------
SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, los proyectos de resolución han sido aprobados por unanimidad de votos.


MAGISTRADO PRESIDENTE. Por cuanto hace a los juicios electorales 006 y 007, ambos diagonal 2010, se resuelve:------------------
PRIMERO. Se confirman las resoluciones RS-23-10 y RS-27-10, ambas de veintisiete de enero de dos mil diez, emitidas por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, en términos de los Considerandos respectivos de las presentes resoluciones.-----------------

SEGUNDO. Se ordena al Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, publicar los puntos resolutivos de los presentes fallos en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en los estrados del propio Instituto y en su página de Internet, debiendo informar a este Tribunal dichos cumplimientos.-----------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Adolfo Vargas Garza, dé cuenta conjunta con los proyectos de sentencia emitidos en los expedientes TEDF-JLI-024, 025, 029 y 030, todos diagonal 2009, sustanciados en las Ponencias de los Magistrados Alejandro Delint García y Armando Maitret Hernández, dada la similitud existente entre éstos.

LICENCIADO ADOLFO VARGAS GARZA. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con los proyectos de resolución de los juicios para dirimir conflictos laborales entre el Instituto Electoral del Distrito Federal y sus servidores, identificados con los números 024, 025, 029 y 030 del año 2009, promovidos por Susana Arias Vargas, María Arias Vargas, María Aurora Ovalle Benito y María de los Ángeles Galicia Ángeles, en contra del citado Instituto, mediante los cuales reclaman el otorgamiento, cumplimiento y/o pago de diversas prestaciones y obligaciones de índole laboral. En los proyectos que se someten a su consideración, después de sostener la competencia para conocer de los asuntos que nos ocupan, se precisa cual es el marco jurídico aplicable a ellos y se analiza lo relativo a su procedencia. Hecho lo anterior, previamente al estudio de fondo, se procede a analizar las excepciones que no destruyen la acción opuestas por el Instituto demandado, como ocurre con la de obscuridad y defecto legal de la demanda; misma que se propone declarar improcedente. En cambio, con respecto de las excepciones de falta de acción y de derecho, y de pago, derivado de su estrecha vinculación con la acción principal y sus accesorias, por razón de método, su estudio se realiza de manera conjunta con base en el examen y valoración de las probanzas ofrecidas y aportadas por las partes, ya que hacerlo de manera previa al estudio de fondo del presente asunto, implicaría dejar en estado de indefensión a los actores, por encontrarse dichas excepciones íntimamente relacionadas con la controversia planteada por las partes, como al efecto se aprecia. Así las cosas, por lo que respecta al fondo del presente asunto, de constancias de autos se colige que la litis planteada por las partes, consiste esencialmente en determinar, si en la especie existe una relación laboral entre éstas; y sólo en caso de que dicha relación quede debidamente acreditada, analizar si existió o no el despido injustificado que aducen los actores; y de ser así, dilucidar si son o no procedentes las prestaciones que reclaman o, por el contrario, como el Instituto demandado lo alega, si la relación existente es de carácter civil, y en este sentido, absolverlo de tales prestaciones. De este modo, en los proyectos se realiza un análisis de la naturaleza jurídica de la relación contractual entablada entre las partes. Para ello, se procedió a examinar el clausulado de cada uno de los contratos de prestación de servicios por honorarios asimilados a salario, suscritos entre las partes, así como a examinar y valorar las pruebas ofrecidas y aportadas por las partes, que fueron admitidas y desahogadas por la autoridad instructora. En este tenor, del análisis de la normativa legal aplicable, en los proyectos se concluye que para que exista una relación de trabajo, es necesario que en ésta haya subordinación de una de las partes hacia la otra. Sentado lo anterior, del examen de cada uno de los contratos en comento, aportados por el Instituto demandado, al tener éste la carga de la prueba, en términos del artículo 124, fracción VII de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal; se desprende que el primero de marzo de dos mil nueve, las ciudadanas Susana Arias Vargas, María Arias Vargas y María Aurora Ovalle Benito, celebraron con el Instituto demandado un contrato mediante el cual se obligaron a prestar en beneficio de éste sus servicios personales de Asistente Instructor Electoral, y que a cambio de ello, dicho Instituto se obligó a pagarles una remuneración mensual por el importe bruto de cuatro mil quinientos pesos. Lo mismo por lo que hace a la ciudadana María de los Ángeles Galicia Ángeles, sólo que ella se obligó a prestar sus servicios personales de Supervisora Electoral, a cambio del pago de cinco mil quinientos pesos brutos mensuales. Así las cosas, del examen de dichos contratos, así como de las demás pruebas ofrecidas y aportadas por las partes, como lo son las confesionales y diversas documentales, entre ellas: el acuerdo ACU-066-09, aprobado el doce de diciembre de dos mil ocho por el Consejo General del Instituto demandado, mediante el cual se aprobó la convocatoria dirigida a los ciudadanos mexicanos residentes en el Distrito Federal, que desearan participar durante el proceso electoral ordinario 2008-2009 como Asistentes Instructores Electorales; la aludida convocatoria; los informes del servicio prestado por el proceso electoral 2008-2009 rendidos por los actores; y la guía del Asistente-Instructor Electoral, relativa al aludido proceso electoral; se advierte cuáles fueron las actividades o funciones desempeñadas por los actores a favor del Instituto, las cuales, únicamente pueden desarrollarse durante los procesos electorales locales, como lo fue precisamente el 2008-2009. Lo anterior, en virtud de que dichas funciones básicamente están encaminadas a la integración e instalación de las mesas directivas de casilla, para la recepción de los votos ciudadanos en todo proceso electivo, como ocurrió en la jornada electoral del cinco de julio pasado. Lo cual evidencia que tales funciones únicamente se ejecutan con cierta periodicidad, o sea, cada tres años. Razón por la cual, fue que el Consejo General del Instituto demandado, conforme el artículo 285 del Código Electoral del Distrito Federal, emitió la convocatoria en mención, con objeto de contratar a los ciudadanos interesados en participar en el pasado proceso electoral local, ejecutando las aludidas funciones como Asistentes Instructores Electorales. Convocatoria, en la que se estableció que las personas que fueran designadas como Asistentes Instructores Electorales, serían contratadas bajo el régimen de honorarios asimilados a salario, tal como sucedió en la especie; y cuyas bases, por obviedad en razón, fueron del conocimiento de los actores, previo a su designación y contratación, tal como quedó acreditado con el desahogo de las confesionales a cargo de los propios actores. De tal suerte que, con base en el análisis anteriormente expuesto, en los proyectos se proponga determinar que en la especie, le asiste la razón al Instituto demandado, al acreditarse que la relación jurídica surgida entre las partes fue de carácter civil, y no laboral. Máxime, que del examen y valoración de las pruebas ofrecidas y aportadas por los actores, consistentes en confesionales y en testimoniales, así como en diversas documentales, se estima que en la especie no se acredita que hubieren desempeñado sus funciones en forma subordinada ante el Instituto electoral; que, como ya se señaló, es un elemento necesario para determinar la existencia de una relación de trabajo. De ahí que, en los proyectos se propone declarar procedente la excepción de falta de acción y de derecho opuesta por la parte demandada y, por ende, absolverla del otorgamiento, cumplimiento y/o pago de todas las prestaciones reclamadas por su contraria, precisamente al no haber existido relación laboral alguna entre las partes. Es la cuenta señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados están a su consideración los proyectos de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General, recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Sí, señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Con los Proyectos.---
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández.


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. A favor de los proyectos.--------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.


MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con los proyectos.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.


MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor de los proyectos.


SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados los proyectos de resolución han sido aprobados por unanimidad votos.-----
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, por lo que hace a los juicios especiales laborales 024, 025, 029 y 030, todos diagonal 2009, se resuelve:------------------------------------------------------------------------------
PRIMERO. Las actoras Susana Arias Vargas, María Arias Vargas, María Aurora Ovalle Benito y María de los Ángeles Galicia Ángeles, no acreditaron los extremos de su acción y el Instituto Electoral del Distrito Federal justificó la excepción de falta de acción y de derecho, de conformidad con los argumentos esgrimidos en los Considerandos respectivos de las presentes sentencias.----------------------------------------

SEGUNDO. En consecuencia, se absuelve al Instituto Electoral del Distrito Federal de las prestaciones demandadas por las actoras.--------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Con fundamento en la fracción VI, del artículo 22 del Reglamento Interior de este Tribunal, solicito al licenciado Juan Pablo Gudiño Gual, Secretario Técnico de la Comisión de Conciliación y Arbitraje de este Órgano Jurisdiccional, dé cuenta con el proyecto de resolución correspondiente al juicio especial laboral, identificado con la clave TEDF-JLT-003/2009, sustanciado por la citada Comisión.


LICENCIADO JUAN PABLO GUDIÑO GUAL. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en lo dispuesto por la fracción VI, del artículo 22 del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Distrito Federal, y en cumplimiento a la instrucción de este Pleno, doy cuenta con el proyecto de resolución que presenta la Comisión de Conciliación y Arbitraje, del expediente TEDF-JLT-003/2009, relativo al juicio para dirimir diferencias y conflictos laborales entre el Tribunal Electoral del Distrito Federal y sus servidores, promovido por el ciudadano Omar Patiño Muñoz, en contra del Tribunal Electoral del Distrito Federal, mediante el cual reclama la reinstalación en el cargo que venía desempeñando y el pago de diversas prestaciones de índole laboral, toda vez que aduce que fue despedido injustificadamente. La litis en la controversia, consistió en determinar la calidad de base o de confianza del actor y, una vez establecido, analizar si ocurrió el despido injustificado que aduce el promovente, y de ser así, si procede el cumplimiento y pago de las prestaciones que reclama, o si por el contrario, como lo afirma el Tribunal demandado, el demandante ocupó una plaza de confianza, y por tanto, carece de estabilidad en el empleo y de acción para reclamar su reinstalación y demás prestaciones accesorias por un supuesto despido injustificado. En ese sentido, una vez que la Comisión de Conciliación y Arbitraje, sustanció el expediente y valoró las probanzas ofrecidas por las partes, se llegó a la convicción de que las relaciones jurídicas entre el actor y el Tribunal Electoral local, estuvieron sujetas a lo previsto por el artículo 198 del Código Electoral del Distrito Federal, que establece que todos los trabajadores del Tribunal demandado son de confianza, toda vez que se acreditó que la calidad de servidor público de confianza que el actor tenía, no sólo deriva de una disposición legal, sino además de: 1) La propia y especial naturaleza del cargo que desempeñaba; 2) Las funciones que ejercía; 3) Las finalidades para las que fue creado el Tribunal Electoral del Distrito Federal; y 4) La trascendencia que tienen las atribuciones y funciones a las que está obligado a cumplir el Órgano Jurisdiccional demandado. En este contexto, el proyecto que se somete a consideración, sostiene que los trabajadores de confianza del Tribunal Electoral demandado, única y exclusivamente tienen derecho a la seguridad social y a las medidas protectoras del salario, y carecen de acción para demandar la reinstalación, así como el reconocimiento de antigüedad, el otorgamiento de nombramiento de base y el pago de salarios caídos con incrementos salariales. En ese sentido, se estima que en el caso resulta procedente absolver al Tribunal Electoral del Distrito Federal de las prestaciones señaladas. Por otra parte, en cuanto hace a las prestaciones reclamadas por el actor consistentes en vacaciones, quinquenio, despensa, cantidad adicional, reconocimiento mensual y aguinaldos que se generen a su favor durante la tramitación del juicio, así como su inscripción ante el FOVISSSTE, SAR e ISSSTE, se propone absolver al Tribunal demandado, toda vez que como ya se ha señalado, la terminación del nombramiento del actor se dio sin responsabilidad para la Institución, en atención a su calidad de confianza, por lo que en razón de la terminación de la relación laboral, resulta improcedente el pago de dichas prestaciones. Ahora bien, en relación al pago por concepto de las prestaciones antes aludidas, así como su inscripción ante el FOVISSSTE, SAR e ISSSTE, anteriores a la terminación laboral, se propone absolver al Tribunal demandado, en virtud de que, entre otras pruebas, que acreditaron las excepciones de falta de acción y de derecho, quedando de manifiesto la confesión expresa del hoy actor, quien declaró que durante el tiempo que prestó sus servicios para el Tribunal Electoral del Distrito Federal, recibió el pago oportuno de su salario y demás prestaciones a que tuvo derecho. Con independencia de lo anterior, y toda vez que a los trabajadores de confianza del Tribunal demandado se les reconoce el derecho de exigir el cumplimiento de las medidas de protección al salario y los beneficios de la seguridad social, en el proyecto de cuenta se propone condenar al Tribunal Electoral demandado, al pago de lo siguiente: Partes proporcionales de vacaciones, prima vacacional y aguinaldo de dos mil nueve, todas por ser prestaciones devengadas que constituyen derechos irrenunciables de los trabajadores a los que se encuentra constreñido el demandado a cumplir. Es la cuenta, Señor Presidente y Señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General, recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Sí, señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Con el Proyecto.------

SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández.


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.


MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.


MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve:

PRIMERO. El actor Omar Patiño Muñoz acreditó parcialmente los extremos de la acción intentada y el TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL justificó en parte las excepciones y defensas que hizo valer.---------------------------------------------------------------------------

SEGUNDO. SE ABSUELVE al Tribunal Electoral del Distrito Federal, de la acción intentada en su contra por Omar Patiño Muñoz, consistente en reinstalación, reconocimiento de antigüedad, otorgamiento de nombramiento de base, pago de salarios caídos con incrementos salariales, prestaciones que se pudieran generar durante la tramitación del juicio, quinquenio, despensa, cantidad adicional, reconocimiento mensual, e inscripción ante el ISSSTE, FOVISSSTE y SAR. Lo anterior en términos de los considerandos CUARTO y QUINTO de la presente resolución.-----------------------------------------------

TERCERO. Se CONDENA al Tribunal Electoral del Distrito Federal a pagar a favor del actor Omar Patiño Muñoz, las prestaciones correspondientes a las partes proporcionales de vacaciones, prima vacacional y aguinaldo de dos mil nueve señaladas en el Considerando QUINTO de esta resolución.-------------------------------------

CUARTO. Se ordena al representante legal del Tribunal Electoral del Distrito Federal, cumpla esta sentencia e informe al Pleno del mismo.--

MAGISTRADO PRESIDENTE. En términos de los artículos 187 inciso s), en relación con el diverso 188, inciso a) del Código Electoral del Distrito Federal, solicito al Secretario General, que por su conducto, dé lectura al Informe Anual sobre el Estado Anual que guarda esta institución correspondiente al año dos mil nueve, mismo que rindo al Pleno de este Tribunal Electoral local, en mi carácter de Presidente.


SECRETARIO GENERAL. Con su venia señor Presidente, señores Magistrados. A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 187, inciso s) del Código Electoral del Distrito Federal, el Magistrado Adolfo Riva Palacio Neri, Presidente de este Tribunal Electoral del Distrito Federal, por mi conducto rinde al Pleno el Informe relativo a las actividades desarrolladas por dicho Tribunal, durante el año 2009, haciendo referencia a los aspectos más relevantes que tuvieron lugar en el período comprendido de enero a diciembre de ese año. Para tal efecto, señores Magistrados, con anterioridad les fue entregada la carpeta que contiene de manera detallada, las labores jurisdiccionales y administrativas realizadas durante el año dos mil nueve; razón por la cual, sólo haré referencia genérica a las mismas. El presente Informe, se integra por un apartado destinado a obtener los resultados de la función jurisdiccional y otros relativos a la organización interna; la representación Institucional; la actividad académica y de formación; las actividades de apoyo a la función jurisdiccional como relaciones públicas, comunicación social; documentación y difusión; administración del organismo; transparencia; control y rendición de cuentas; y culmina con capítulos vinculados a logros, retos y perspectivas institucionales. Así, durante este ejercicio se destaca la participación de este Órgano Jurisdiccional en el Proceso Electoral 2008-2009, en el cual cumplió cabalmente sus obligaciones, no sólo al desahogar los asuntos de su competencia y la carga de trabajo generada, sino al garantizar a la ciudadanía, el respeto a la legalidad en todos los actos y resoluciones electorales. Ahora, por cuanto hace a la función jurisdiccional, se recibieron un total de 348 juicios, de los cuales 111 fueron Juicios Electorales, 150 Juicios para la Protección de los Derechos Político-Electorales de los Ciudadanos, 40 Juicios especiales laborales, 4 Juicios de Inconformidad Administrativa y 43 Procedimientos Paraprocesales. Asimismo, el Pleno de este Tribunal Electoral local, resolvió un total de 344 asuntos; de los cuales 113 fueron juicios electorales; 150 juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos; 28 juicios especiales laborales; 6 juicios de inconformidad administrativa; y 47 procedimientos paraprocesales. Derivado de lo anterior, y durante el periodo que se informa, se interpusieron un total de 107 juicios de competencia federal, a fin de controvertir las sentencias dictadas por el Pleno de este Tribunal, de los cuales 45 fueron Juicios de Revisión Constitucional Electoral y 62 Juicios para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano, mismos que correspondió conocer al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Destacando que sólo en 15 de estas impugnaciones, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación modificó o revocó las determinaciones dictadas por este Órgano Jurisdiccional. Por otra parte, durante el año dos mil nueve, el Pleno efectuó 37 Sesiones Públicas de resolución y 77 Reuniones Privadas. Como consecuencia de lo anterior, durante el año dos mil nueve la Secretaría General a través de la Subdirección de Actuarios, realizó un total de 6,397 notificaciones, de las cuales 3,282 fueron por estrados, 1,108 por oficio y 2,007 de manera personal. Se formalizaron 38 Acuerdos Plenarios y se redactaron un total de 114 actas derivadas de las reuniones privadas y sesiones públicas, que durante el año dos mil nueve realizó el Pleno de este Tribunal Electoral. En cuanto a la representación Institucional, la Dirección General Jurídica dio atención a 21 juicios de amparo directo, 10 juicios de amparo indirecto, 9 recursos promovidos en contra de acuerdos y/o ejecutorias dictadas por Tribunales Federales y 2 denuncias de contradicción de criterios, derivados de juicios de amparo promovidos en contra de resoluciones dictadas por este Órgano Jurisdiccional, en procedimientos competencia de éste. Asimismo, dicha área atendió 7 juicios especiales laborales y 1 juicio laboral promovido ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. Respecto de las acciones de capacitación, el programa disminuyó en número por la carga laboral que se incrementó debido al proceso electoral 2008-2009; no obstante, éste no sufrió detrimento en su calidad y diversidad temática; toda vez que se realizaron múltiples Talleres, Cursos y Seminarios; entre ellos, el “Taller de Actualización en Materia Electoral”, dirigido a Ministerios Públicos y personal de la Procuraduría Capitalina; el “Curso de Introducción a la Administración de Documentos”; el Seminario “Temas Selectos de Derecho Procesal”, “Curso Básico de Derecho Electoral para periodistas”, “Curso Introductorio de Nulidades en Materia Electoral” y el “Sistema Interamericano de Derechos Humanos”. Al respecto, es importante destacar la realización del “Coloquio Conmemorativo de los 10 años del TEDF”, en el que se abordaron diversas temáticas relacionadas con el Derecho Electoral en el contexto actual, contando con la asistencia de distinguidos expositores de talla nacional e internacional. En cuanto a las acciones de investigación, se revisaron y concluyeron entre otros, los primeros 2 números de la serie “Cuaderno de Derecho Electoral”, denominados: “Reforma Electoral del Distrito Federal 2007” y “Los Procesos de Participación Ciudadana”. Asimismo, se realizó la presentación del libro “Selección de Candidatos, Política Partidista y Rendimiento Democrático”, texto que fue publicado y editado por este Tribunal con el apoyo de la Universidad de Salamanca y de la UNAM. En relación a las actividades de documentación y difusión institucional, el Centro de Documentación de este Tribunal se fortaleció con la adquisición, por donación o compra, de un total de 886 materiales documentales. Asimismo, se renovaron 60 convenios interinstitucionales y se realizaron 3 más con Universidades de esta Ciudad. Además, se editó un total de 7 publicaciones institucionales y se distribuyeron 9,321 ejemplares de diversas publicaciones y materiales promocionales. En el rubro de Transparencia y Rendición de cuentas, este Órgano Jurisdiccional realizó diversas acciones con el fin de fortalecer el derecho a la información que genera y detenta. Así, se atendió y dio respuesta a las 424 solicitudes de información presentadas; destacando que durante el año dos mil nueve, no se recibió recurso de revisión alguno en contra de las respuestas emitidas por la Oficina de Información Pública; también se logró desarrollar diversos proyectos y actividades archivísticas que sirven de base para organizar y conservar los archivos institucionales, con el propósito de contribuir a mejorar la gestión administrativa y eficientar el acceso a la información del Tribunal, por ello, se elaboraron y aprobaron 9 normas y reglas para el tratamiento documental y su clasificación. Finalmente y respecto a las actividades de la Coordinación de Tecnologías de la Información, se destaca la relativa al seguimiento al convenio de “Mejora en la Especialización de los Tribunales Electorales de las Entidades Federativas de la República Mexicana, en materia Jurídico Electoral y de Gestión” firmado con la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, para alimentar de información el sitio de este Órgano Jurisdiccional. De igual forma, se implementó en un 90% el Programa Institucional de Desarrollo Informático, con la finalidad de garantizar que nuestra Institución se mantenga a la vanguardia tecnológica y cuente con la infraestructura de cómputo necesaria para eficientar las funciones que tiene encomendadas este Tribunal Electoral del Distrito Federal. Es el Informe, señores Magistrados.------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias señor Secretario General, señores Magistrados está a su consideración el Informe de cuenta. Señor Secretario informe a este Pleno si existe algún otro asunto que desahogar en esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, han sido agotados todos los asuntos listados en el orden del día.


MAGISTRADO PRESIDENTE. No habiendo otro asunto que tratar, se da por concluida la presente sesión pública. Gracias.

____________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI

MAGISTRADO PRESIDENTE

	_______________________________

ALEJANDRO DELINT GARCÍA

MAGISTRADO 
	_______________________________

ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ

MAGISTRADO 



	
	

	_______________________________

DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ

MAGISTRADO 


EL LICENCIADO GREGORIO GALVÁN RIVERA, SECRETARIO GENERAL DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 188, INCISO J) DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL Y 28, FRACCIÓN XVI DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL PROPIO TRIBUNAL, AUTORIZA Y DA FE, DE QUE LA PRESENTE ACTA CONCUERDA FIELMENTE CON LA SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL ONCE DE MARZO DE DOS MIL DIEZ. DOY FE.
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